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Para que el error patente tenga relevancia constitu-
cional es preciso, como este Tribunal tiene declarado
en numerosas resoluciones, que: a) el error no sea impu-
table a la negligencia de la parte, sino atribuible al órgano
judicial; b) que se trate de un error de hecho inmedia-
tamente verificable de forma incontrovertible a partir de
las resoluciones judiciales; y, en fin, c) que sea un error
determinante de la decisión adoptada, constituyendo el
soporte único o básico (ratio decidendi) de la resolución
(SSTC 26/2003, de 10 de febrero, FJ 2; 59/2003, de
24 de marzo, FJ 3; 79/2003, de 28 de abril, FJ 3;
92/2003, de 19 de mayo, FJ 4).

5. En el presente caso las actuaciones judiciales
ponen de manifiesto que la Sala de lo Civil del Tribunal
Supremo, al inadmitir la demanda de revisión porque
no se indicaba en ella la fecha en la que la ahora soli-
citante de amparo había tenido conocimiento de los
hechos en los que basaba la maquinación fraudulenta
que denunciaba, ha incurrido en un error patente, pues
en el escrito de demanda, en concreto en el apartado
quinto de su relato de hechos, la recurrente en amparo
señalaba expresamente que había tenido conocimiento
del proceso contra ella seguido y, por tanto, de la maqui-
nación fraudulenta de la parte actora, el «pasado quince
de abril». Expresión ésta, como sostiene el Ministerio
Fiscal, que no puede sino entenderse forzosamente refe-
rida, dada la fecha de presentación de la demanda —4
de julio de 2001—, al día 15 de abril de 2001, como,
por lo demás, resulta, no sólo de las más elementales
normas de la sintaxis castellana al interpretar la noción
«pasado», sino, también, del relato de hechos que se
efectúa en la propia demanda de revisión.

Así pues, el órgano judicial ha incurrido en un error
patente al inadmitir la demanda de revisión por el motivo
que se expone en el Auto impugnado, tratándose, en
lo que ahora interesa, de un error en el que concurren
los elementos necesarios a los que antes se ha hecho
referencia para que pueda apreciarse la denunciada vul-
neración del derecho a la tutela judicial efectiva sin inde-
fensión (art. 24.1 CE).

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por doña María del Valle
Ríos Corzo y, en su virtud:

1.o Declarar que se ha vulnerado el derecho de la
demandante de amparo a la tutela judicial efectiva
(art. 24.1 CE).

2.o Restablecerla en su derecho y, a tal fin, anular
el Auto de la Sala de lo Civil del Tribunal Supremo, de
10 de octubre de 2001, por el que se inadmitió a trámite
la demanda de revisión núm. 1753-2001 del proce-
dimiento declarativo de menor cuantía núm. 54/99,
seguido ante el Juzgado de Primera Instancia de Bala-
guer núm. 2, retrotrayendo las actuaciones al momento
de dictarse el mencionado Auto para que se dicte una
nueva resolución respetuosa con el derecho a la tutela
judicial efectiva de la recurrente en amparo.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a veintisiete de octubre de dos mil
tres.—Tomás S. Vives Antón.—Pablo Cachón Villar.—Vi-
cente Conde Martín de Hijas.—Guillermo Jiménez Sán-
chez.—Elisa Pérez Vera.—Eugeni Gay Montalvo.—Firmado
y rubricado.

21535 Sala Primera. Sentencia 195/2003, de 27
de octubre de 2003. Recurso de amparo
6344-2001. Promovido por don Ernesto José
Méndez Cruz frente a la Sentencia de la Sala
de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal
Superior de Justicia de Canarias que deses-
timó su demanda contra la Subdelegación del
Gobierno sobre una manifestación-concentra-
ción ante la basílica de la Candelaria.

Vulneración parcial del derecho de reunión:
limitaciones en el uso de la megafonía, en
aras del culto religioso y de evitar exceso de
ruidos, proporcionadas; prohibición de instalar
mesas y una tienda de campaña saharaui
injustificada; retraso en la respuesta de la
Administración y en el señalamiento de la vis-
ta judicial.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues-
ta por don Manuel Jiménez de Parga y Cabrera, Pre-
sidente, don Pablo García Manzano, doña María Emilia
Casas Baamonde, don Javier Delgado Barrio, don Rober-
to García-Calvo y Montiel y don Jorge Rodríguez-Zapata
Pérez, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 6344-2001, promovido
por don Ernesto José Méndez Cruz, representado por
el Procurador de los Tribunales don José Pedro Vila Rodrí-
guez y asistido por el Abogado don Pedro Fernández
Arcila, contra la Sentencia de 7 de noviembre de 2001
(recurso núm. 1323-2001) de la Sala de lo Contencio-
so-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de
Canarias, sede de Santa Cruz de Tenerife, y contra la
Resolución de 26 de octubre de 2001 de la Subdele-
gación del Gobierno en aquella capital. Ha intervenido
el Ministerio Fiscal. Ha sido parte el Abogado del Estado
en la representación que ostenta. Ha sido Ponente la
Magistrada doña María Emilia Casas Baamonde, quien
expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. El día 26 de noviembre de 2002 se presentó
ante este Tribunal por el Procurador Sr. Vila Rodríguez,
en nombre y representación de don Ernesto José Méndez
Cruz, un escrito promoviendo recurso de amparo contra
la Sentencia de 7 de noviembre de 2001 (recurso núm.
1323-2001) de la Sala de lo Contencioso-Administrativo
del Tribunal Superior de Justicia de Canarias, sede de
Santa Cruz de Tenerife, y contra la Resolución de 26
de octubre de 2001 de la Subdelegación del Gobierno
en aquella capital.

2. De la demanda y de las actuaciones seguidas
en el caso resulta lo siguiente:

a) Con fecha de 20 de octubre de 2001 el deman-
dante de amparo presentó un escrito ante la Subde-
legación del Gobierno en Santa Cruz de Tenerife por
el que comunicaba la decisión de celebrar una mani-
festación-concentración con arreglo a las siguientes
características:

«1) La manifestación-concentración tendrá lugar en
la localidad de Candelaria, en la plaza de la Basílica de
Candelaria y aledaños, el día 4 de noviembre de 2001,
desde las 9 horas hasta las 21,30 horas.
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2) Un vehículo equipado con megafonía recorrerá
todo el municipio anunciando la celebración del acto.

3) Asimismo dispondremos de una pequeña “hai-
ma”, tal y como se ve en la fotografía que acompaña
el presente escrito, donde se distribuirán panfletos expli-
cativos, una muestra de imágenes fotográficas, y algunos
vídeos, así como megafonía. Para el perfecto funciona-
miento del acto, agradeceríamos disponer de una toma
de corriente eléctrica junto a la haima.

También dispondremos de una hucha humanitaria,
para la lucha contra la “escabiosis y pediculosis” que
incide en la población infantil saharaui.

4) El objeto de esta manifestación-concentración
consiste en mostrar el total apoyo al referéndum de auto-
determinación, libre y justo, para el Pueblo Saharaui,
tal y como debió celebrarse en la fecha prevista del 7
de diciembre de 1998, según los acuerdos de Houston.

5) En la plaza se instalarán mesas con objeto de
que las personas puedan dejar constancia escrita de su
adhesión al motivo de la concentración-manifestación.
Así como paneles informativos, pancartas de apoyo y
banderas saharauis. Todo ello en la línea de apoyo a
la justicia internacional. En este caso referida a la RASD
(República Árabe Saharaui Democrática).»

b) El día 22 de octubre de 2001 la Subdelegación
del Gobierno en Santa Cruz de Tenerife notificó al Ayun-
tamiento de Candelaria los datos contenidos en el escrito
de comunicación a fin de que por dicha corporación
municipal se informara en un plazo de veinticuatro horas
sobre lugar, fecha y hora de la celebración; cumplimiento
de las Ordenanzas municipales (megafonía, tránsito y
circulación de personas); incidencias en el tráfico rodado
en servicios municipales; y determinación de otras cir-
cunstancias especiales que se estimaran reseñables. El
informe no fue emitido. El mismo día 22 fue recabado
de la Jefatura de la Comandancia de la Guardia Civil
de Santa Cruz de Tenerife informe sobre el motivo de
la manifestación; convocante o convocantes; grado de
conflictividad, características de lugar, fecha y hora de
celebración; y determinación de otras circunstancias
especiales que se estimasen reseñables. El informe de
la Guardia Civil se recibió por la Subdelegación del
Gobierno el día 24 de octubre de 2001.

c) El 26 de octubre de 2001 la Subdelegación del
Gobierno de Santa Cruz de Tenerife se da por notificada
de la celebración de la concentración, y a su vez comu-
nica al promotor que:

«La celebración de los actos deberá ajustarse estric-
tamente a las circunstancias comunicadas por los pro-
motores u organizadores de (los mismos) y que figuran
en el anexo adjunto, si bien habrán de observarse las
indicaciones siguientes:

Se señala a los manifestantes, que según información
emitida al respecto por la Policía Local del Excmo. Ayun-
tamiento de Candelaria, y dado que la concentración
tendrá lugar en día festivo, domingo, en que tiene lugar
diversos actos litúrgicos en la Basílica de Nuestra Señora
de Candelaria a los que acuden gran número de fieles
y por el respeto debido a tales actos, no deberá usarse
la megafonía durante los mismos, y el resto del tiempo
no deberá sobrepasar los decibelios que permiten las
Ordenanzas Municipales, ni instalarse mesas que impi-
dan la libre circulación ni tiendas de campaña en la men-
cionada plaza.

Asimismo deberán tener en cuenta, en todo momen-
to, las indicaciones de la referida Policía Local, al objeto
de no ocasionar molestias, en primer lugar a los asis-
tentes a los actos religiosos así como al resto del público
que transite por la zona donde se desarrolle la concen-

tración... Teniendo en cuenta las características de ser-
vicios públicos esenciales como ambulancias, policía,
bomberos, etc., se evitará que la manifestación ocasione
cualquier tipo de impedimento en su circulación, debien-
do, antes al contrario, adoptarse por los organizadores
todas aquellas medidas que faciliten la fluidez de su
tránsito.

Los organizadores deberán ponerse en contacto con
las autoridades Municipales de los términos en que ten-
gan lugar ( ) los actos, en cuanto al cumplimiento de
las Ordenanzas municipales a las que pudiera afectar
y, en especial, al uso de la megafonía, tránsito y cir-
culación de personas y vehículos, limpieza, aparcamien-
tos, etc.»

La Resolución-comunicación de la Subdelegación del
Gobierno fue notificada al demandante de amparo el
día 31 de octubre de 2001.

d) El día 2 de noviembre de 2001 el demandante
de amparo interpuso recurso contencioso-administrativo,
de conformidad con lo establecido en el art. 122 LJCA,
frente al anterior acto de la Subdelegación del Gobierno
de Santa Cruz de Tenerife.

La Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal
Superior de Justicia de Canarias, sede de Santa Cruz
de Tenerife, convocó a las partes a comparecencia para
el día 6 de noviembre, y el siguiente día 7 pronunció
Sentencia por la que fue desestimado el recurso inter-
puesto, «por ser conforme a derecho los actos impug-
nados». Los fundamentos de Derecho primero y segundo
de la mencionada resolución judicial son del siguiente
tenor:

«Primero.—Las medidas adoptadas por la Subdelega-
ción del Gobierno están justificadas y no afectan al dere-
cho de reunión que pretendía ejercer el recurrente. La
limitación en el nivel de ruido de la megafonía y su pro-
hibición durante las horas de los oficios religiosos trata
de hacer compatible el ejercicio del derecho de reunión
con el derecho de descanso de las personas que acuden
los días festivos a la plaza de la Basílica de Candelaria,
y con el derecho de culto de los católicos que acuden
a la Basílica a oír misa. Por lo que se refiere a la pro-
hibición de instalar la tienda de campaña, es un hecho
notorio que los días festivos acuden a la plaza un gran
número de personas, por lo que resulta razonable impedir
la instalación de aquellos artilugios que dificulten la cir-
culación de personas. Además, no se justifica suficien-
temente porqué era necesaria la instalación de la tienda
de campaña a los fines de la reunión, cuando ya dis-
ponían de otros medios para llamar la atención como
el uso de la megafonía, pues de haberse acreditado el
carácter imprescindible de la misma para el éxito de
la reunión, hubiera sido necesario justificar la prohibición
de una perturbación de mayor gravedad que la que sirvió
de justificación a la Administración demandada.

Segundo.—Si bien es cierto que se infringió el plazo
de notificación de la resolución a los interesados, no
por ello se han lesionado derechos fundamentales, ya
que no se prohibió la reunión ni se impusieron modi-
ficaciones que afectaran al lugar y tiempo de la con-
centración, limitándose la Administración demandada a
adoptar medidas para proteger el orden público que no
impedían la celebración de la misma.»

3. Se aduce en la demanda de amparo, como primer
motivo del recurso, la infracción del derecho a la tutela
judicial efectiva (art. 24.1 CE) y del derecho de reunión
(art. 21 CE). Denuncia el demandante la «extempora-
neidad de la Resolución gubernativa», pues dicha Reso-
lución fue dictada el 26 de octubre de 2001 y no vino
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a comunicarse al demandante de amparo hasta el día 31
de octubre de 2001, fuera del plazo establecido en la
Ley Orgánica reguladora del derecho de reunión (art. 10
Ley Orgánica 9/1999), con la evidente finalidad de impe-
dir, según el demandante, que éste pudiera obtener la
tutela de los Tribunales de justicia, habida cuenta de
la imposibilidad material de resolver antes de la fecha
prevista para la concentración. Lo extemporáneo de la
resolución resulta relevante desde la perspectiva cons-
titucional por impedir el ejercicio legítimo de derechos
fundamentales de reunión y de tutela judicial efectiva
(STC 66/1995) y, en el caso que nos ocupa, se produce
vulneración del derecho de tutela judicial efectiva y del
derecho de manifestación, porque, habiéndose comu-
nicado con suficiente antelación la fecha de la concen-
tración, la Subdelegación del Gobierno viene a notificar
la Resolución el día 31 de octubre, y, resultando que
el día 1 de noviembre (jueves) era festivo, era mate-
rialmente imposible obtener una sentencia antes de la
fecha de la concentración.

Las medidas para «proteger el orden público», que
según la Sala de lo Contencioso-Administrativo no impe-
dían la celebración de la concentración, suponen de facto
una modificación de los términos de la concentración,
jurídicamente improcedentes por no tener amparo en
nuestro ordenamiento, pues la simple remisión a la pro-
tección del orden público «a secas» no sólo supone una
rémora absolutamente rechazable al tamiz de los prin-
cipios que inspiran al Estado social y democrático de
Derecho, sino porque la autoridad gubernativa tan sólo
puede proponer la modificación de fecha, lugar y dura-
ción cuando se produzca una alteración del orden público
con peligro para las personas y bienes, pero no puede
encargarse de modelar a su antojo el ejercicio del dere-
cho de reunión. Pero es que, además, no es cierto que
las medidas adoptadas por la autoridad gubernativa, pro-
hibiendo el uso de megafonía, mesas informativas y la
instalación de una tienda de campaña saharaui o haima
no supongan un cambio o modificación real de los tér-
minos de la convocatoria, salvo que se quiera entrar
en el terreno de los galimatías, del que cualquier análisis
jurídico debe obligatoriamente huir.

Como segundo motivo de amparo el demandante ale-
ga la vulneración del derecho de reunión (art. 21 CE),
argumentando que nuestro ordenamiento jurídico esta-
blece como requisito para prohibir o proponer la modi-
ficación del derecho de reunión la alteración del orden
público, con peligro para personas y bienes (art. 21 CE
y art. 10 Ley Orgánica 9/1983, de 15 de junio, regu-
ladora del derecho de reunión, modificada por Ley Orgá-
nica 9/1999, de 21 de abril), determinando el Tribunal
Constitucional en su STC 66/1995 la concurrencia de
tal supuesto en «una situación de desorden material en
el lugar de tránsito público afectado, entendiendo por
tal desorden material el que impide el normal desarrollo
de la convivencia ciudadana en aspectos que afectan
a la integridad física o moral de las personas o a la
integridad de bienes públicos o privados». También es
indiscutible, por así exigirlo la Ley Orgánica reguladora
del derecho de reunión, que la resolución que proceda
a modificar la concentración o manifestación deberá
basarse en razones fundadas y acordarse de forma moti-
vada. Atendiendo a estas elementales apreciaciones
podemos adelantar que si la propia resolución de la Sub-
delegación del Gobierno no motiva la modificación alu-
dida en «un desorden material que impida el normal
desarrollo de la convivencia ciudadana en aspectos que
afectan a la integridad física o moral de las personas
o a la integridad de bienes públicos o privados» y aún
menos aporta razones que lleven a esta conclusión, invo-
cando meras apreciaciones alejadas del supuesto legal

y constitucionalmente contemplado, es indiscutible que
la propia Subdelegación del Gobierno entiende que el
ejercicio del derecho de reunión mediante la forma comu-
nicada no supone una alteración del orden público con
grave afección para personas y bienes, y al no producirse
esta alteración la actuación de la Administración supone
la intromisión en el derecho de reunión. No es jurídi-
camente admisible que la dificultad que, según la Sala
de lo Contencioso-Administrativo, puedan encontrar los
ciudadanos para circular por la plaza, o el perjuicio a
su «descanso», pueda ser puente para modificar los tér-
minos de la comunicada concentración, dado que estos
eventuales riesgos, infundados si se comprueba en la
fotografía que se adjuntó a la comunicación, dada la
extensión de la plaza, no provocaría una alteración del
orden público en los términos ya referidos (SSTC
59/1990 y 66/1995).

Y aún menos resulta posible prohibir la instalación
de un determinado elemento o instrumento de la con-
centración, porque no se acredita su «carácter impres-
cindible», dado que tal carga probatoria no viene exigida
por nuestro ordenamiento. El órgano judicial propone
que el promotor de una concentración o manifestación
tiene la exigencia de acreditar el carácter imprescindible
de un determinado instrumento que se utilice por los
ciudadanos que ejercitan este derecho fundamental, a
los efectos de publicitar las razones que le alientan a
concentrarse, permitiendo intervenir a la autoridad
gubernativa sobre la oportunidad o conveniencia de uti-
lizar elementos como la megafonía, distribución de folle-
tos, zancudos o, como en este caso, una haima o tienda
de campaña saharaui, o cualquier otra forma que decidan
los manifestantes o concentrados. De la misma manera
ocurre cuando se señala la afección al derecho de culto,
cuestión absolutamente discutible si atendemos a las
dimensiones de la plaza y a que el vehículo con mega-
fonía circularía por el casco urbano (distante de la basílica
tal y como figura en la comunicación de la concentra-
ción), pero que, en todo caso, no atenta al orden público
con peligro para las personas o bienes, principalmente
por no advertirlo la resolución gubernativa ni la reso-
lución judicial.

Además de esto debe considerase que la autoridad
gubernativa tan sólo puede proponer modificar los tér-
minos de la concentración en lo que se refiere a la fecha,
lugar y duración de la concentración y al abrigo de un
fundado riesgo de quebrantamiento de orden público
con peligro para personas y bienes. Fuera de estos tres
supuestos no cabe intervención administrativa alguna
(que se desarrolla exclusivamente mediante propuestas),
sin que sea posible modelar a su antojo el derecho de
reunión a través de prohibición o limitación de instru-
mentos que los promotores de la concentración con-
sideran precisos al objeto de la reunión.

Concluye el demandante solicitando la estimación de
su recurso frente a la Sentencia y la Resolución admi-
nistrativa impugnadas mediante Sentencia que declare
que éstas vulneraron sus derechos de reunión y a la
tutela judicial efectiva y que le restablezca en tales dere-
chos, anulándose a tal fin aquellos actos.

4. La Sección Segunda de este Tribunal, mediante
providencia de 19 de noviembre de 2002, acordó dar
vista de las actuaciones al demandante de amparo y
al Ministerio Fiscal a fin de que, de conformidad con
lo dispuesto en el art. 50.3 LOTC, formulasen en el plazo
de diez días las alegaciones que estimaran oportunas
en relación con la eventual carencia manifiesta de con-
tenido constitucional de la demanda.

Mediante escrito de 11 de diciembre de 2002, el
demandante de amparo formuló alegaciones por las que



58 Miércoles 26 noviembre 2003 BOE núm. 283. Suplemento

interesaba la admisión a trámite del recurso, reprodu-
ciendo de forma breve la argumentación de la demanda.

El Ministerio Fiscal formuló alegaciones el mismo 11
de diciembre de 2002, en las que solicitaba la admisión
de la demanda al no carecer manifiestamente de con-
tenido constitucional.

5. Mediante providencia de 19 de diciembre
de 2002, la Sección Segunda de este Tribunal acuerda
la admisión a trámite de la demanda de amparo y, a
tenor de lo dispuesto en el art. 51 LOTC, que fueran
requeridas la Sala de lo Contencioso-Administrativo del
Tribunal Superior de Justicia de Canarias (sede de Santa
Cruz de Tenerife) y la Subdelegación del Gobierno en
Santa Cruz de Tenerife para que remitieran, respecti-
vamente, testimonio del recurso núm. 1232-2001 y del
expediente administrativo en que se dictó la Resolución
de 26 de octubre de 2001, interesándose al mismo tiem-
po que se emplazara a quienes habían sido parte en
el mencionado procedimiento, con excepción del propio
recurrente en amparo, con el fin de que pudieran com-
parecer en este proceso constitucional.

Por diligencia de ordenación de 11 de febrero
de 2003 de la Sección Segunda de este Tribunal se
tiene por personado y parte al Abogado del Estado en
la representación que ostenta, y se acuerda dar vista
de las actuaciones a las partes personadas y al Ministerio
Fiscal.

6. Por escrito registrado en este Tribunal el 28 de
febrero de 2003 el demandante reiteró y dio por repro-
ducidas las alegaciones formuladas en el escrito de
demanda.

7. El Abogado del Estado, en escrito de 6 de marzo
de 2003, interesó que se denegara la petición de ampa-
ro, deducida en un recurso que entiende principalmente
encuadrado en el art. 43.1 LOTC, inclusive la supuesta
infracción del derecho a la tutela judicial efectiva, pues
ésta se imputa a la Administración que no respetó el
plazo legal para resolver, y no a los órganos judiciales.

Opone la inexistencia de la violación combinada de
la tutela judicial efectiva y del derecho de reunión, pues
si bien no puede negarse que el incumplimiento del plazo
del art. 10 LODR puede adquirir, en ocasiones, relieve
constitucional, no la tiene en este caso por, al menos,
cuatro tipos de razones:

La primera es que la resolución gubernativa no pro-
hibía la reunión en lugar de tránsito público (a diferencia
de lo ocurrido en la STC 66/1995), sino que se limitó
a efectuar unas indicaciones que no afectaban a los ele-
mentos esenciales del acto de ejercicio del derecho de
reunión (lugar, fecha, duración), por lo que no podía ser
considerada propuesta de modificación en el sentido del
art. 10 LODR, y de ahí que lo correcto hubiera sido inad-
mitir el recurso contencioso-administrativo por inadecua-
ción del procedimiento de los arts. 11 LODR y 122 LJCA.

La segunda es que no existe el más mínimo principio
de prueba acerca de que el retraso en resolver y notificar
la resolución gubernativa se deba a un perverso designio
gubernativo de dificultar u obstaculizar el ejercicio del
derecho de la tutela judicial efectiva del recurrente. El
examen del expediente administrativo más inclina a pen-
sar que la Subdelegación del Gobierno estuvo a la espera
tanto del informe escrito del Ayuntamiento de Candelaria,
que no llegó, como del informe de la Comandancia de
la Guardia Civil, que llegó el día 24 de octubre de 2001.

En tercer lugar, la Sala desestimó el recurso conten-
cioso-administrativo y confirmó así la validez de la reso-
lución gubernativa, de manera que —para que los orga-

nizadores pudieran tomar una decisión definitiva sobre
si celebraban o no la concentración— hubiera resultado
indiferente hacerlo teniendo sólo en consideración la
resolución administrativa o a la vista de la sentencia
judicial, puesto que esta última acepta la validez de las
indicaciones contenidas en la Resolución de la Subde-
legación del Gobierno. Como dice en su fundamento
jurídico 2 in fine la STC 66/1995, la supuesta restricción
del derecho fundamental de reunión «no tendría su ori-
gen en el retraso de la resolución gubernativa, sino en
la interpretación restrictiva del ejercicio del derecho de
reunión en ella contenida y no corregida por el órgano
judicial».

Y cuarta —y decisiva— razón es que las llamadas modi-
ficaciones decididas por la Subdelegación del Gobierno
—que no son auténticas modificaciones en el sentido
del art. 10 LODR— en realidad quedan extramuros del
derecho fundamental de reunión en lugares de tránsito
público.

Al abordar el Abogado del Estado el alcance de la
potestad gubernativa de modificar los proyectos de reu-
niones y manifestaciones y el ámbito protector del dere-
cho de reunión, recuerda que la Constitución no dice
nada respecto a las modificaciones que la autoridad
gubernativa pueda proponer en relación con los proyec-
tos que se comuniquen. En la Ley Orgánica del derecho
de reunión se ha asimilado la prohibición de la reunión
en lugares de tránsito público a la modificación de los
elementos esenciales, pero, en sentido legal, las modi-
ficaciones son sólo las relativas a la fecha, lugar, duración
e itinerario y sólo a tales modificaciones se refieren los
arts. 11 LODR y 12 LJCA cuando prevén una singular
vía jurisdiccional urgente protectora del derecho de
reunión.

Es claro que la decisión de la Subdelegación del
Gobierno ni prohibía la reunión proyectada, ni modificaba
el proyecto de concentración en fecha, lugar y duración
de la reunión. No se prohibió en términos absolutos ni
el uso de la megafonía ni las mesas de firmas (sólo
se prohíben aquéllas que resulten un impedimento para
la libre circulación). En cuanto a la megafonía, se recuer-
da el deber de respetar las Ordenanzas municipales sobre
el ruido y únicamente prohíbe usarla durante el limitado
tiempo en que se estén celebrando los actos litúrgicos
en la basílica.

En lo relativo a las indicaciones sobre la megafonía,
aduce el Abogado del Estado que del art. 4.2 LODR
resulta claramente el deber de los organizadores de res-
ponsabilizarse del «buen orden» y «adecuado desarrollo»
de las reuniones y manifestaciones. En su opinión es
evidente que el derecho de manifestación debe llevarse
a cabo respetando las normas municipales relativas a
la limitación de ruido, y en este sentido debe recordarse
que el art. 43.1 CE reconoce el derecho a la protección
de la salud, y el art. 45.1 CE el derecho a disfrutar un
medio ambiente adecuado para el desarrollo de la per-
sona. Los equipos y aparatos megafónicos resultan espe-
cialmente invasivos de la privacidad doméstica, y la STC
119/2001, de 24 de mayo, FJ 7, ha recordado que
los Ayuntamientos que no cumplen el deber de impedir
la perturbación de la vida privada por fuentes excesivas
de ruidos pueden llegar a lesionar el derecho a la inti-
midad (art. 18.1 CE) y el derecho a la inviolabilidad del
domicilio (art. 18.2 CE). De la misma manera, no cabe
reprochar inconstitucionalidad alguna a una medida des-
tinada a proteger el adecuado ejercicio de la libertad
de culto sin perturbaciones externas (art. 16.1 CE y
art. 2.1.b) Ley Orgánica 7/1980, de 5 de julio, de libertad
religiosa). El actor no ha probado que la megafonía que
se proyectaba instalar en la plaza no fuera invasiva de
los cercanos espacios de culto religioso, ni, por ello,
molesta para los fieles. Elementales máximas de expe-
riencia más bien inclinan a pensar lo contrario.
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El Abogado del Estado, con trascripción de las SSTC
85/1988, FJ 2, y 66/1995, FJ 3, destaca «el íntimo
enlace entre reuniones y manifestaciones y libertad de
opinión [art. 20.1 a) CE]», invocando, además, las SSTC
42/2000, FJ 2, y 196/2002, FJ 4. Sin embargo, con-
sidera que este nexo no debe impedir el deslinde entre
los ámbitos protectores de unas y otras. El derecho de
reunión en lugares de tránsito público no comprende
necesariamente la facultad de utilizar altavoces o equi-
pos de megafonía para convocar a la concentración ni
a emplearlos en su desarrollo violando las Ordenanzas
medioambientales. Anunciar una concentración, darle
publicidad mientras se celebra o transmitir mensajes u
opiniones relacionadas con su objeto mediante equipos
de megafonía deben considerase, más bien, actos de
ejercicio de las citadas libertades del art. 20.1 CE con
ocasión de la concentración; pero, por estar incluidos
en el art. 20.1 CE, son actos sujetos a los límites del
art. 20.4 CE. Limitar el uso de la megafonía supone res-
tringir la forma de emitir mensajes o difundir opiniones,
esto es, supone establecer una restricción ajena por com-
pleto al contenido del mensaje. Este contenido puede
transmitirse por cualesquiera otros canales y medios.
Así, la concentración podía haberse anunciado mediante
carteles pegados en las paredes, con avisos repartidos
a mano o por correo, o pagando anuncios en los medios
de comunicación. Y la exteriorización de opiniones e
informaciones durante la concentración podía haberse
hecho mediante carteles, pancartas, banderas o con la
voz humana sin amplificación megafónica. Cabe concluir
que, para limitar la forma de transmitir opiniones o infor-
maciones en el contexto de una concentración en lugar
de tránsito público —en el caso, para que pudiera limi-
tarse el uso de la megafonía—, no es necesario que con-
curran razones de protección de orden público porque
exista riesgo para las personas y bienes. Por el contrario,
basta alegar fundadamente la necesidad de proteger otro
derecho fundamental (v. gr., la libertad de culto) o pre-
servar un bien constitucionalmente reconocido (el medio
ambiente, aquí, la ausencia de ruidos molestos), según
es doctrina constitucional ya establecida desde las SSTC
11/1981, FJ 7; 2/1982, FJ 5, hasta la reciente STC
14/2003, FJ 9. Pues bien, no otra cosa hace la Reso-
lución de la Subdelegación del Gobierno, que no prohíbe
totalmente el uso de la megafonía, sino que lo condiciona
a que no se estén celebrando simultáneamente actos
de culto en la basílica y a que no se sobrepasen los
límites sonoros establecidos en la Ordenanza municipal.
En suma, la utilización de la megafonía para anunciar
o dar publicidad a una concentración no puede enten-
derse incluida en el ámbito protector del derecho de
reunión. Considerada la megafonía como vehículo, canal
o vía para ejercitar las libertades de opinión e informa-
ción, no invocadas por el recurrente, tampoco pueden
considerarse inmunes a toda limitación en defensa de
otros derechos fundamentales (como la libertad de culto
en este caso) ni a la aplicación de las regulaciones
medioambientales municipales. Y la resolución guber-
nativa no prohibió absolutamente el uso de megafonía,
sino que limitó su utilización en ciertos momentos y
recordó su sujeción a los reglamentos municipales
medioambientales.

En lo concerniente a la instalación en el dominio públi-
co de mesas de recogida de firmas de adhesión o cues-
taciones no puede considerarse facultad inherente al
derecho de reunión, invocando en este punto el Abogado
del Estado la STC 85/1988, FJ 3. El que las mesas
no sean sólo petitorias —recuérdese la «hucha huma-
nitaria»—, sino también destinadas a la recogida de firmas
de apoyo, no es factor significativo para variar la doctrina
constitucional expuesta. Ni el demandante de amparo

ni los ciudadanos concentrados pueden sostener fun-
dadamente que, dentro del derecho de reunirse en luga-
res de tránsito público, se incluya el derecho de ocupar
el dominio público vial perteneciente al Ayuntamiento
con mesas para recoger firmas, facilitar información o
efectuar cuestaciones humanitarias. A la inversa, no pue-
de negarse el derecho de la Administración a procurar
que la colocación de estas mesas no dificulte la circu-
lación de los transeúntes por la plaza de la Basílica de
la Candelaria. Porque no es necesario subrayar que la
resolución gubernativa no prohíbe la instalación de
mesas, sino que simplemente limita esta instalación en
defensa de la libre circulación y cómoda deambulación
por la plaza.

El razonamiento empleado para las mesas vale a for-
tiori para la haima, según el Abogado del Estado. La
reunión se define legalmente por la concurrencia con-
certada y temporal de más de veinte personas (art. 1.2
LODR). No hay propiamente concierto para reunirse en
quienes sucesivamente y a lo largo de un día (desde
las 9 a las 21:30 horas) entran en una instalación pro-
visional —tienda de campaña— para ver un vídeo o unas
fotos, hacerse con folletos explicativos o entregar dinero
para la hucha humanitaria. Esta actividad no puede con-
ceptuarse como reunión. Podría llamarse «propaganda
pro saharaui» o difusión de informaciones y opiniones
favorables a la causa de la llamada República Árabe
Saharaui Democrática. De nuevo estamos más bien en
la esfera del art. 20.1 a) y d) CE que en la del art. 21.2
CE. Expresar puntos de vista favorables a los saharauis
y contrarios a la política marroquí en el Sahara atlántico,
o difundir informaciones relativas a los saharauis, son
derechos de libertad constitucionalmente garantizados.
Pero estos derechos de libertad no incluyen un derecho
prestacional a cargo del Ayuntamiento de Candelaria
consistente en facilitar la ocupación de una parte de
su dominio público vial por una haima donde se lleven
a cabo todas esas actividades, en domingo y en lugar,
al parecer, sumamente transitado; menos aún incluyen
tales libertades el derecho a que el municipio propor-
cione la conexión a la red o pague el consumo de elec-
tricidad. Desde el punto de vista del Abogado del Estado,
lo esencial es que, al no ser el levantamiento de la haima
facultad incluida en el derecho fundamental de reunión,
no cabe sostener que viole este derecho por no haberse
permitido semejante tipo de ocupación transitoria del
domino público municipal.

8. El Fiscal ante el Tribunal Constitucional, en su
escrito de 11 de marzo de 2003, solicita la estimación
del recurso de amparo. Comienza señalando que, si bien
es cierto que la Administración tuvo un retraso de cinco
días en la comunicación de las modificaciones por ella
acordadas, el demandante tardó dos días en interponer
el recurso contencioso-administrativo —aunque, en todo
caso, lo hizo dos días antes de la fecha de la mani-
festación—, pero la Sala de lo Contencioso-Administrativo
no señaló vista hasta el 6 de noviembre —dos días des-
pués— y no resolvió el recurso hasta el día 7. En este
punto, es preciso recordar que el retraso por parte de
la Administración en la notificación del acuerdo esta-
bleciendo modificaciones en las condiciones de la reu-
nión o manifestación no necesariamente implica una
lesión del derecho de reunión —en el que queda embe-
bido el derecho a la tutela judicial efectiva—, más que
cuando con ello se imposibilita plenamente la resolución
judicial anterior a la fecha de reunión; por tanto, en este
punto, entiende el Fiscal que el retraso administrativo
no fue el que, en su caso, ha producido por sí solo la
lesión denunciada, sino que ésta derivó también, en cier-
ta medida, de la propia dilación del interesado en acudir
a la jurisdicción contencioso-administrativa —dos días—,
y, especialmente, por parte del órgano jurisdiccional, que,
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en lugar de celebrar la vista el día 3 —sábado— y haber
resuelto el mismo día, optó por diferir la celebración
de la vista a una fecha posterior al 4 de noviembre.

Entiende el Fiscal que una ponderación de todas estas
circunstancias determina la estimación de la primera
queja: las previsiones legales en la materia demuestran
que el interesado comunicó a la Administración en tiem-
po hábil y con la suficiente antelación —el 20 de octubrela
fecha señalada, y fue la Administración la que retrasó,
no la adopción del acuerdo, sino su notificación, sin que
ello sea atribuible en absoluto al interesado; e interpuesto
en tiempo y forma el pertinente recurso contencioso-ad-
ministrativo, la Sala optó por seguir el plazo máximo
previsto en la Ley, en lugar de tener en cuenta la fecha
de la concentración. De este modo, han de considerarse
relevantes los actos de la Administración y del órgano
jurisdiccional en el resultado de que no se resolviera
el recurso de aquél en momento anterior al día de la
reunión, lo que supone una primera lesión del derecho
fundamental aquí alegado, siendo indiferente, como se
dijo en el escrito evacuado en el trámite de admisión,
que la Sala de lo Contencioso-Administrativo desestima-
ra plenamente el recurso interpuesto.

En cuanto a la segunda queja, referida a las modi-
ficaciones y prohibiciones concretas establecidas sobre
la reunión, argumenta el Fiscal que, aunque es cierto
que no se prohibió la reunión o manifestación, el simple
hecho de que las medidas acordadas por la Autoridad
gubernativa no estén previstas legalmente —salvo en lo
que se refiere a la necesidad de cumplir con las Orde-
nanzas municipales en materia de ruido—, que las mis-
mas —especialmente las prohibiciones de uso de mega-
fonía durante los servicios religiosos, instalación de
mesas que impidan la libre circulación, y de una haima—
no se funden en absoluto en las únicas causas que prevé
la ley —público peligro para personas y bienes—, y que,
finalmente, las limitaciones y prohibiciones impuestas
incidan en aspectos que, aunque aparentemente acce-
sorios, estaban directamente relacionados con los fines
de la concentración convocada, determina una segunda
lesión del derecho de reunión aquí alegado.

9. Por providencia de 23 de octubre de 2003 se
señaló para deliberación y votación de la presente Sen-
tencia el día 27 del mismo mes y año.

II. Fundamentos jurídicos

1. El recurso de amparo se dirige contra la Sentencia
de 7 de noviembre de 2001 de la Sala de lo Conten-
cioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de
Canarias, sede de Santa Cruz de Tenerife, y contra la
Resolución de 26 de octubre de 2001 de la Subdele-
gación del Gobierno en dicha capital. La resolución judi-
cial desestima el recurso contencioso-administrativo
interpuesto por el demandante de amparo frente a la
mencionada resolución gubernativa, en la que se impo-
nían determinadas modificaciones, limitaciones o pro-
hibiciones a los términos en que el demandante había
proyectado y comunicado la celebración de una reu-
nión-concentración, para el día 4 de noviembre de 2001
en la plaza de la Basílica de la Candelaria, sita en la
localidad de Candelaria, en apoyo de la convocatoria
de un referéndum de autodeterminación en el Sahara
occidental.

El demandante se queja, en primer lugar, de la con-
junta vulneración de sus derechos a la tutela judicial
efectiva (art. 24.1 CE) y de reunión (art. 21 CE), pues,
según afirma, la Subdelegación del Gobierno le comunicó
su resolución fuera del plazo establecido en la Ley Orgá-
nica reguladora del derecho de reunión (Ley Orgánica
9/1983, de 15 de julio, reguladora del derecho de reu-

nión, en adelante LODR) con la intención de impedirle
que pudiera obtener la tutela de los Tribunales de justicia,
habida cuenta de la imposibilidad material de que el
órgano judicial resolviera antes de la fecha prevista para
la concentración. El segundo motivo de amparo lo centra
exclusivamente en la lesión de su derecho de reunión
(art. 21 CE), que anuda a las modificaciones que la auto-
ridad gubernativa impuso al proyecto de concentración,
consistentes en prohibir el uso de megafonía, así como
la instalación de mesas informativas y de una tienda
de campaña saharaui o haima, pues ninguna de dichas
prohibiciones, según el demandante, estaba justificada
en un peligro para el orden público que pudiera afectar
a la integridad de personas y bienes.

El Ministerio Fiscal interesa la estimación de las que-
jas del demandante; de la primera, por cuanto que a
partir de la conjunta ponderación de las circunstancias
concurrentes han de considerarse como relevantes los
actos de la Administración y del órgano judicial en el
resultado de que no se resolviera el recurso contencio-
so-administrativo en momento anterior al día de la con-
centración; y de la segunda, dado que las medidas acor-
dadas por la Autoridad gubernativa no están previstas
legalmente —salvo en lo que se refiere a la necesidad
de cumplir con las Ordenanzas municipales en materia
de ruido—, que las mismas no se fundan en absoluto
en las únicas causas que prevé la Ley —público peligro
para personas y bienes—, y que las limitaciones y pro-
hibiciones impuestas inciden en aspectos que, aunque
aparentemente accesorios, estaban directamente rela-
cionados con los fines de la concentración convocada.

El Abogado del Estado, por su parte, se opone a la
petición de amparo. Niega que haya tenido lugar una
violación combinada de los derechos de tutela judicial
efectiva y de reunión, ya que la resolución gubernativa
no prohibía la reunión, ni tampoco existe una mínima
prueba de que el retraso en resolver y notificar se deba
al designio de dificultar u obstaculizar el ejercicio del
derecho de tutela judicial efectiva del recurrente. La res-
tricción del derecho fundamental no tuvo origen, en su
caso, en el retraso, pues el órgano judicial confirmó la
validez de la resolución gubernativa, que, por lo demás,
no impuso auténticas modificaciones en el sentido del
art. 10 LODR. En opinión del Abogado del Estado, la
decisión de la Subdelegación del Gobierno no vulneró
el derecho del art. 21 CE, puesto que ni prohibía la reu-
nión proyectada, ni modificaba el proyecto en cuanto
a fecha, lugar y duración. En lo atinente a las indicaciones
sobre la megafonía, estuvieron justificadas en la nece-
sidad de preservar la salud (art. 43.1 CE) y el derecho
a disfrutar del medio ambiente (art. 45.1 CE), así como
en el ejercicio de la libertad de culto (art. 16.1 CE). Y
sostiene, por otro lado, que deben considerase excluidas
de las facultades inherentes al derecho de reunión la
instalación de una tienda de campaña y de mesas para
cuestaciones o recogidas de firmas de adhesión en espa-
cios de dominio público.

2. Dos son, pues, las cuestiones constitucionales
que se suscitan en el presente recurso de amparo. Se
refiere la primera a si como consecuencia de posibles
retrasos en la respuesta de la Administración a la previa
comunicación del demandante pudieron verse afectados
tanto el derecho de reunión del art. 21.1 CE como el
derecho a la tutela judicial efectiva que reconoce el art.
24.1 CE. La segunda versa sobre si las condiciones que
la autoridad gubernativa impuso al demandante Sr. Mén-
dez Cruz para la celebración de la reunión-concentración
por él promovida en un lugar de tránsito público, más
tarde confirmadas por un órgano judicial, en alguna medi-
da pudieron lesionar su derecho de reunión pacífica y
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sin armas reconocido en el art. 21.1 CE. A pesar de
que las quejas deducidas por el demandante parecen
centrarse en la actuación de la Administración, y en la
del órgano judicial sólo en la medida en que éste último
vino a confirmar la actuación administrativa, sin embar-
go, el examen del motivo que el demandante incardina
conjuntamente en los arts. 21 y 24.1 CE, relativo al retra-
so en la obtención de la respuesta judicial a su recurso
contencioso-administrativo, ineludiblemente requiere
analizar hasta qué punto incidió la actuación del órgano
judicial en dicho retraso, con lo que, en propiedad, esta-
ríamos ante un amparo mixto de los arts. 43 y 44 LOTC.

Alterando el orden que para el examen de los motivos
de amparo propone el recurrente, enjuiciaremos primero,
por considerarlo más apropiado (STC 65/2003, de 7
de abril, FJ 3, por todas), aquél en que se reprocha la
vulneración del art. 21 CE por causa de las imposiciones
gubernativas sobre el proyecto de manifestación-concen-
tración. En efecto, dadas las particularidades del caso,
una eventual estimación del motivo de impugnación que
se sustenta, además, en la infracción del art. 24.1 CE
nunca conllevaría una retroacción de actuaciones pro-
cesales a fin de que el órgano judicial resolviese con-
forme a dicho derecho fundamental, o bien sobre otras
cuestiones que hubieran quedado imprejuzgadas. Igual-
mente ha de tenerse en cuenta que es necesario deter-
minar, en un primer término, si las imposiciones guber-
nativas dieron lugar a la lesión del derecho de reunión
que asiste al demandante, y en qué medida, para pos-
teriormente enjuiciar adecuadamente —desde una pers-
pectiva constitucional— la incidencia del posible retraso
sobre la garantía jurisdiccional del derecho de reunión
y sobre su ejercicio.

3. Según ha quedado expuesto, el demandante de
amparo considera que mediante las limitaciones en el
uso de megafonía y la prohibición de instalar mesas y
una tienda de campaña saharaui o haima impuestas por
la Resolución de la Subdelegación del Gobierno en Santa
Cruz de Tenerife de 26 de octubre de 2001 a las per-
sonas que iban a concentrarse en la plaza de la Basílica
de la Candelaria se ha menoscabado su derecho de reu-
nión y de los participantes en la misma que reconoce
el art. 21.1 CE, pues ninguna de tales prohibiciones o
limitaciones estaba justificada en un peligro para el orden
público que pudiera afectar a la integridad de personas
y bienes. Para resolver esta alegación es menester recor-
dar nuestra doctrina sobre el contenido constitucional-
mente reconocido al derecho de reunión y sobre sus
límites.

Dijimos en nuestra STC 66/1995, de 8 de mayo,
FJ 3, que «[e]l derecho de reunión, según ha reiterado
este Tribunal, es una manifestación colectiva de la liber-
tad de expresión ejercitada a través de una asociación
transitoria de personas, que opera a modo de técnica
instrumental puesta al servicio del intercambio o expo-
sición de ideas, la defensa de intereses o la publicidad
de problemas y reivindicaciones, y cuyos elementos con-
figuradores son el subjetivo —agrupación de personas—,
el temporal —duración transitoria—, el finalista —licitud
de la finalidad— y el real y objetivo —lugar de celebración
(por todas, STC 85/1988). También hemos destacado
en múltiples Sentencias el relieve fundamental que este
derecho —cauce del principio democrático participativo—
posee, tanto en su dimensión subjetiva como en la obje-
tiva, en un Estado social y democrático de Derecho como
el proclamado en la Constitución. Para muchos grupos
sociales este derecho es, en la práctica, uno de los pocos
medios de los que disponen para poder expresar públi-
camente sus ideas y reivindicaciones». Por cierto que
la vinculación libertad de expresión-libertad de reunión
ha sido igualmente destacada por el Tribunal Europeo

de Derechos Humanos en muchas de sus Sentencias;
como aquella en que recuerda que «la protección de
las opiniones y de la libertad de expresarlas constituye
uno de los objetivos de la libertad de reunión» (STEDH
caso Stankov, de 13 de febrero de 2003, § 85), o tam-
bién al afirmar que «la libertad de expresión constituye
uno de los medios principales que permite asegurar el
disfrute efectivo del derecho a la libertad de reunión
y de asociación» (STEDH caso Rekvényi, de 20 de mayo
de 1999, § 58).

Por lo demás, el ejercicio del derecho de reunión del
art. 21 CE está sometido al cumplimiento de un requisito
previo: el deber de comunicarlo con antelación a la auto-
ridad competente (SSTC 36/1982, de 16 de junio, FJ 6;
59/1990, de 29 de marzo, FJ 5), habiendo de tenerse
en cuenta que el deber de comunicación no constituye
una solicitud de autorización, ya que el ejercicio de este
derecho fundamental se impone por su eficacia inme-
diata y directa, sin que pueda conceptuarse como un
derecho de configuración legal (SSTC 59/1990, de 29
de marzo, FJ 5; 66/1995, de 8 de mayo, FJ 2), «sino
tan sólo una declaración de conocimiento a fin de que
la autoridad administrativa pueda adoptar las medidas
pertinentes para posibilitar tanto el ejercicio en libertad
del derecho de los manifestantes, como la protec-
ción de derechos y bienes de titularidad de terceros»
(STC 66/1995, FJ 2).

4. En lo concerniente a los límites del derecho de
reunión hemos de reiterar lo que este Tribunal tiene
declarado con carácter general sobre el alcance los dere-
chos fundamentales, cuyo ejercicio no sólo puede ceder
ante los límites que la propia Constitución expresamente
imponga, sino también ante los que de manera mediata
o indirecta se infieran de la misma, al resultar justificados
por la necesidad de preservar otros derechos o bienes
constitucionales (art. 10.1 CE y STC 14/2003, de 28
de enero, FJ 9 y las que allí se citan), aunque al mismo
tiempo deba tenerse en cuenta que las limitaciones que
se establezcan no pueden ser absolutas (STC 20/1990,
de 15 de febrero, FJ 5), ni obstruir el derecho funda-
mental más allá de lo razonable (STC 53/1986, de 5
de mayo, FJ 3), pues la fuerza expansiva de todo derecho
fundamental restringe el alcance de las normas limita-
doras que actúan sobre el mismo. De ahí la exigencia
de que los límites de los derechos fundamentales hayan
de ser interpretados con criterios restrictivos y en el sen-
tido más favorable a la eficacia y a la esencia de tales
derechos (SSTC 159/1986, de 16 de diciembre, FJ 6;
254/1988, de 23 de enero, FJ 3; 3/1997, de 13 de
enero, FJ 6).

En concreto sobre el ejercicio de la libertad de reu-
nión, el art. 11.2 del Convenio europeo de derechos
humanos (CEDH) es explícito sobre la posibilidad de
adoptar las medidas restrictivas que «previstas en la Ley,
sean necesarias, en una sociedad democrática, para la
seguridad nacional, la seguridad pública, la defensa del
orden y la prevención del delito, la protección de la salud
o de la moral, o la protección de los derechos y libertades
ajenos», e, interpretando este precepto, el Tribunal Euro-
peo de Derechos Humanos consideró proporcionada la
orden gubernativa de evacuación de una iglesia ante
una reunión pacífica y en sí misma no directamente per-
turbadora del orden público y del derecho de culto, en
la que, sin embargo, el estado de salud de los congre-
gados se había degradado y las circunstancias sanitarias
eran muy deficientes (STEDH caso Cisse, de 9 de abril
de 2002, § 51). En la misma línea, este Tribunal Cons-
titucional ha recordado en su STC 42/2000, de 14 de
febrero, que el derecho de reunión «no es un derecho
absoluto o ilimitado, sino que, al igual que los demás
derechos fundamentales, tiene límites (SSTC 2/1982,
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de 29 de enero, FJ 5; 36/1982, de 16 de junio;
59/1990, de 29 de marzo, FFJJ 5 y 7; 66/1995, FJ 3;
y ATC 103/1982, de 3 de marzo, FJ 1), entre los que
se encuentra tanto el específicamente previsto en el pro-
pio art. 21.2 CE —alteración del orden público con peligro
para personas y bienes—, como aquellos otros que vienen
impuestos por la necesidad de evitar que un ejercicio
extralimitado de ese derecho pueda entrar en colisión
con otros valores constitucionales» (FJ 2), lo que también
se deduce del art. 10.1 CE.

Por tanto, en los casos en los que existan «razones
fundadas» que lleven a pensar que los límites antes seña-
lados no van a ser respetados, la autoridad competente
puede exigir que la concentración se lleve a cabo de
forma respetuosa con dichos límites constitucionales,
o incluso, si no existe modo alguno de asegurar que
el ejercicio de este derecho los respete, puede prohibirlo.
Ahora bien, para que los poderes públicos puedan incidir
en el derecho de reunión constitucionalmente garanti-
zado, ya sea restringiéndolo, modificando las circuns-
tancias de su ejercicio, o prohibiéndolo incluso, es pre-
ciso, tal y como acaba de señalarse, que existan razones
fundadas, lo que implica una exigencia de motivación
de la resolución correspondiente (STC 36/1982, de 16
de junio) en la que se aporten las razones que han llevado
a la autoridad gubernativa a concluir que el ejercicio
del derecho fundamental de reunión, tal y como se hubo
proyectado por su promotor o sus promotores, producirá
una alteración del orden público proscrita en el art. 21.2
CE, o bien la desproporcionada perturbación de otros
bienes o derechos protegidos por nuestra Constitución.

5. Pues bien, proyectando nuestra doctrina sobre
el caso que aquí debemos resolver, hemos de comenzar
señalando que el acto que el demandante de amparo
había programado para el domingo día 4 de noviembre
de 2001 en la plaza de la Basílica de la Candelaria era,
efectivamente, una reunión —en su modalidad de con-
centración o reunión estática— en lugar de tránsito públi-
co de las que contempla el art. 21 CE, al concurrir en
el proyecto los elementos subjetivo, temporal, finalista
y real u objetivo que nuestra doctrina señala como con-
figuradores del derecho reconocido en dicho precepto
constitucional. Siendo esto así, el caso que aquí nos
ocupa se aleja del enjuiciado en nuestra STC 85/1988,
de 28 de abril, en la que este Tribunal excluyó del ámbito
del derecho de reunión el proyecto de instalación de
mesas petitorias en diversas localidades al objeto de
llevar a cabo una cuestación. En el caso ahora exami-
nado, por el contrario, no estamos ante una cuestación
que pudiera atraer «a una mera aglomeración o con-
fluencia causal en torno a una mesa petitoria», pues,
con independencia de que en el lugar de la concentración
se pretendiera la instalación temporal de mesas —para
la recepción de adhesiones escritas— y la de una «hucha
humanitaria», ello no obsta, sin embargo, a que el pro-
yecto comunicado por el demandante contuviera todos
los elementos antes reseñados que configuran el objeto
del derecho de reunión, entre ellos —y más significativo
por lo que aquí interesa— el subjetivo consistente en
«la concurrencia concertada en la cual existe un cierto
grado de vinculación subjetiva de cada persona inter-
viniente en la reunión con los restantes que participan
en ella» (STC 85/1988, de 28 de abril, FJ 2).

6. Despejadas las dudas que pudieran existir sobre
la naturaleza del objeto del proyecto comunicado por
el demandante, y puesto que, como alega el Abogado
del Estado, nunca hubo una prohibición de la reu-
nión-concentración, ni tampoco una modificación del
proyecto en cuanto a su fecha, lugar y duración, nos
corresponde determinar ahora si la instalación temporal
de las mesas y de la haima o tienda de campaña y
el uso de megafonía deben entenderse amparadas por

el derecho de reunión, abstracción hecha, en este primer
momento, de los límites constitucionales que puedan
concurrir en su utilización.

Ciertamente, el art. 10 LODR (Ley Orgánica 9/1983,
de 15 de junio, modificada por la Ley Orgánica 9/1999,
de 21 de abril) contempla «la fecha, lugar, duración o
itinerario» como los elementos de una posible propuesta
gubernativa de modificación del proyecto de reunión o
manifestación. Ahora bien, dada la íntima conexión his-
tórica y doctrinal entre la libertad de expresión y el dere-
cho de reunión —hasta el punto que puede decirse, como
en nuestras SSTC 42/2000, de 14 de febrero, FJ 2,
y 196/2002, de 28 de octubre, FJ 4, que el derecho
de reunión en lugares de tránsito público es «una mani-
festación colectiva de la libertad de expresión, ejercitada
a través de una asociación transitoria de personas que
opera a modo de técnica instrumental puesta al servicio
del intercambio o exposición de ideas, de la defensa
de intereses, o de la publicidad de problemas o reivin-
dicaciones»— ha de entenderse, en consecuencia, que
los titulares del derecho del art. 21.1 CE, al amparo del
mismo, están en condiciones de decidir libremente acer-
ca de cuáles han de ser los instrumentos o vehículos
materiales a través de los cuales tratan de hacer llegar
su mensaje a los destinatarios. La posibilidad de emitir
en el momento de la reunión mensajes escritos o ver-
bales —amplificados por megafonía o no— por parte de
los titulares del derecho de reunión es inescindible de
éste, por lo que cualquier prohibición, limitación o impo-
sición gubernativa sobre este punto ha de incidir de
modo ineludible sobre el derecho de reunión, y ello con
independencia de que, como en el caso, la imposición
no afecte a la fecha, lugar, duración o itinerario de la
manifestación. Lo cierto es que al fin de la emisión o
intercambio de ideas, mensajes, reivindicaciones, aspi-
raciones, denuncias o adhesiones entre manifestantes
y ciudadanos son imaginables una multiplicidad de
medios materiales. Su libre utilización, siempre que no
suponga una desnaturalización del contenido del dere-
cho fundamental y a salvo los límites constitucionales
a los que hemos hecho referencia y que inmediatamente
analizaremos, debe considerase amparada igualmente
por el derecho del art. 21.1 CE.

Desde la perspectiva expuesta, hemos de considerar
comprendida dentro del derecho de reunión, y al tiempo
y lugar de la celebración de la concentración que se
comunicó a la Subdelegación del Gobierno en Santa Cruz
de Tenerife, la posibilidad de instalar mesas «para dejar
constancia escrita de su adhesión al motivo de la con-
centración-manifestación» y también la de una tienda
de campaña en la que se repartieran panfletos y fueran
exhibidos fotografías y vídeos relacionados con el pro-
blema o reivindicación que se deseaba difundir. Como
señala el Ministerio Fiscal, tales aspectos accesorios de
la concentración estaban directamente relacionados con
los fines del acto, aun cuando dichas instalaciones supu-
sieran una temporal ocupación del espacio de tránsito
público, como por lo demás sucede en toda reunión
celebrada en lugares destinados a ese fin.

7. Tras las anteriores consideraciones hemos de
resolver ya la cuestión relativa a si el derecho de reunión
del demandante de amparo fue vulnerado como con-
secuencia de las diversas prohibiciones impuestas por
la autoridad gubernativa; unas relacionadas con el uso
la megafonía, pues se proscribió ésta durante la cele-
bración de diversos actos litúrgicos previstos en la basí-
lica adyacente al lugar de la reunión, impidiéndose duran-
te el tiempo restante de la concentración que sobre-
pasara «los decibelios que permiten las Ordenanzas
municipales»; otras impeditivas de las instalaciones pro-
yectadas por el comunicante, como la de «mesas que
impidan la libre circulación» y de una tienda de campaña.
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Según hemos afirmado en reiteradas ocasiones, todo
acto o resolución que limite derechos fundamentales ha
de asegurar que las medidas limitadoras sean necesarias
para conseguir el fin perseguido (SSTC 61/1982, de 13
de octubre, FJ 5; 13/1985, de 31 de enero, FJ 2), debien-
do atender a la proporcionalidad entre el sacrificio del
derecho y la situación en la que se halla aquél a quien
se impone (STC 37/1989, de 15 de febrero, FJ 7) y,
en todo caso, respetar su contenido esencial (SSTC
11/1981, de 8 de abril, FJ 10; 196/1987, de 11 de
diciembre, FF JJ 4 a 6; 120/1990, de 27 de junio, FJ 8;
137/1999, de 19 de julio, FJ 6; 57/1994, de 28 de
febrero, FJ 6). El demandante de amparo Sr. Méndez
Cruz insiste en que las imposiciones gubernativas no
están justificadas, al no concurrir riesgo para el orden
público con peligro para personas y bienes, en el sentido
de «un desorden material que impide el normal desarrollo
de la convivencia ciudadana en aspectos que afectan
a la integridad física o moral de las personas o a la
integridad de bienes públicos o privados». Pero, como
ya hemos advertido, se ha de tener presente que, además
del límite establecido expresamente en el art. 21.2 CE
en el que insiste el demandante, el ejercicio del derecho
de reunión pacífica en lugar de tránsito publico puede
verse eventualmente sometido a restricciones necesarias
para preservar otros derechos o bienes constitucionales,
debiendo recordarse asimismo que si existieran dudas
sobre si tal ejercicio en un caso determinado puede pro-
ducir los efectos negativos contra el orden público con
peligro para personas y bienes u otros derechos y valores
dignos de protección constitucional, aquéllas tendrían
que resolverse con la aplicación del principio o criterio
de favorecimiento del derecho de reunión (favor liber-
tatis), sin que baste para justificar su modulación o pro-
hibición la mera sospecha o la simple posibilidad de
que se produzcan dichos resultados.

8. En el caso, el demandante de amparo había pro-
yectado que la reunión-concentración se prolongara
durante un domingo, día festivo, desde las 9 a las 21:30
horas, en la plaza contigua a donde se alza una basílica
en la que estaban igualmente previstos, para la misma
fecha, diversos actos de culto religioso. Por ello, hemos
de convenir en que la proscripción del uso de la mega-
fonía impuesta por la autoridad gubernativa, circunscrita
al tiempo de la celebración de los «oficios religiosos»
y no absolutamente impeditiva del uso de aquel vehículo
material de expresión para los congregados de la plaza,
sino temporalmente limitativa de dicho uso, supuso una
limitación adecuada y necesaria para la preservación del
ejercicio otro derecho fundamental, en este caso, el dere-
cho a la libertad religiosa, amparado por el art. 16.1
CE como manifestación religiosa de culto. Tal limitación
observó igualmente las exigencias de la proporcionalidad
en sentido estricto, pues los términos de la prohibición
gubernativa no comprometieron el ejercicio del derecho
de reunión en mayor intensidad de la que tendía a favo-
recer el ejercicio concurrente de otro derecho funda-
mental (SSTC 66/1995, de 8 de mayo, FJ 5; 55/1996,
de 28 de marzo, FF JJ 7, 8 y 9; 270/1996, de 16
de diciembre, FJ 4; 37/1998, de 17 de febrero; FJ 8;
186/2000, de 10 de julio, FJ 6). La queja del deman-
dante en este punto ha de ser, por tanto, desestimada.

Tampoco vulnera el art. 21 CE la imposición guber-
nativa de que el uso de la megafonía tuviera que aco-
modarse a los límites marcados en materia de ruido por
las Ordenanzas municipales. Tal y como alega el Abo-
gado del Estado, dichas normas se dirigen a la preser-
vación de valores o bienes constitucionalmente prote-
gidos, como son la conservación del medio ambiente
adecuado para el desarrollo de la persona (art. 45 CE
y STC 102/1995, de 26 de junio, FJ 7) o la protección
de la salud frente a la denominada contaminación acús-

tica (art. 43.1 CE y STC 119/2001, de 24 de mayo,
FJ 5), sin que el contenido del derecho de reunión ampa-
re actuaciones que comprometan los referidos valores
constitucionales, que, de producirse, han de considerarse
una extralimitación en su ejercicio, ni, por lo demás, con-
curra en el caso atisbo alguno de que los límites muni-
cipales sobre el ruido fueran a restringir, más allá de
lo que es razonable o proporcionado, el uso de la mega-
fonía como instrumento de expresión y difusión de ideas.

9. Un diferente juicio merecen, sin embargo, las que-
jas del demandante respecto de la prohibición guber-
nativa de instalar mesas y una tienda de campaña en
el lugar de la concentración. Ha de recordarse que el
ejercicio del derecho de reunión, por su propia natu-
raleza, requiere la utilización de lugares de tránsito públi-
co, y, como decíamos en la STC 59/1990, de 29 de
marzo, «toda reunión en lugar de tránsito ha de provocar
una restricción al derecho de la libertad de circulación
de los ciudadanos no manifestantes, que se verán impe-
didos de deambular o de circular libremente por el tra-
yecto y durante la celebración de la manifestación»
(FJ 8). En una sociedad democrática, el espacio urbano
no es sólo un ámbito de circulación, sino también un
espacio de participación (STC 66/1995, FJ 3), y, por
tanto, la prohibición de instalar mesas o una tienda de
campaña por los reunidos, con virtualidad para la expo-
sición e intercambio de mensajes e ideas, no puede jus-
tificarse en meras dificultades o simples molestias para
la circulación de las personas que allí transiten, frente
a lo que entiende el órgano judicial, como tampoco es
asumible el razonamiento de éste según el cual son los
titulares del derecho de reunión quienes tienen que «jus-
tificar suficientemente» la necesidad de la instalación
de la tienda de campaña, «cuando ya disponían de otros
medios para llamar la atención como la megafonía», pues
es a la autoridad gubernativa a la que le corresponde
motivar y aportar las razones que, desde criterios cons-
titucionales de proporcionalidad, expliquen por qué tenía
que quedar excluida o limitada la libertad que asiste
a los titulares del derecho del art. 21.1 CE para elegir
los instrumentos que consideren adecuados para la emi-
sión de su mensaje.

De ahí que, en el punto relativo a la prohibición guber-
nativa de instalar mesas y una tienda de campaña saha-
raui o haima en el tiempo y lugar de la concentración,
debamos concluir que se produjo una desproporcionada
restricción del derecho fundamental de reunión pacífica
en lugar de tránsito público. Con tal medida limitativa
el demandante de amparo y las demás personas que
se iban a concentrar se vieron privados de medios vir-
tualmente eficaces para la emisión e intercambio de los
mensajes e ideas cuya difusión era el fin legítimo de
la manifestación, sin que la mera alusión a la «libre cir-
culación» o a genéricas dificultades para la circulación
de personas pueda tenerse como una razón fundada
y proporcionada, justificativa de que de la prohibición
deriven más beneficios o ventajas para el interés general
o para la libre circulación de otros ciudadanos que per-
juicios sobre el derecho fundamental comprometido con
la prohibición.

10. Sólo nos resta examinar el otro motivo que esgri-
me el demandante de amparo, quien, como dijimos, con-
sidera que la extemporaneidad de la resolución guber-
nativa, determinante, según afirma, de la imposibilidad
material de que pudiera obtener la tutela de su derecho
de reunión ante los Tribunales de justicia, ha supuesto
la vulneración conjunta de su derecho a la tutela judicial
efectiva (art. 24.1 CE) y del mismo derecho de reunión.

A este respecto hemos dicho en nuestra STC
66/1995, de 8 de mayo, FJ 2, que el hecho de que
la comunicación previa establecida en el art. 21.2 CE
«no constituya una solicitud de autorización y que la
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resolución gubernativa sea inmediatamente revisable en
vía jurisdiccional no significa que en todo caso la extem-
poraneidad de la resolución produzca tan sólo una infrac-
ción de legalidad ordinaria, sino que puede entrañar una
conculcación del derecho fundamental de reunión en
lugares de tránsito público con evidente relieve cons-
titucional, de modo que el cumplimiento del plazo no
es pues, ajeno al control jurisdiccional de la constitu-
cionalidad de la medida prohibitiva y deberá aplicarse
siempre que la resolución gubernativa sea extemporá-
nea, como garantía del referido derecho fundamental».
«Concretamente, ese retraso puede vulnerar el derecho
consagrado en el art. 21 CE y tener, por tanto, tras-
cendencia constitucional cuando, por ejemplo, responda
a un ánimo dilatorio con el objetivo de impedir o entor-
pecer el ejercicio del derecho o cuando impida que los
órganos judiciales se pronuncien con anterioridad a la
fecha de la concentración programada por los organi-
zadores. Al respecto debe tenerse en cuenta que la Ley
Orgánica 9/1983, con el fin de garantizar la protección
jurisdiccional de este derecho y el efectivo control de
la decisión gubernativa por parte de los tribunales de
justicia, ha establecido una estrecha vinculación entre
el plazo previsto para adoptar la resolución gubernativa
(art. 10) y el mecanismo especialmente acelerado de
control judicial de la misma (art. 11), en relación con
la Ley 62/1978, de protección jurisdiccional de los dere-
chos fundamentales de la persona (art. 7.6). La brevedad
de los plazos para interponer recurso (cuarenta y ocho
horas) y para dictar la resolución judicial (improrrogable
de cinco días) permite que, en algunos casos, la decisión
gubernativa prohibiendo una reunión en lugares de trán-
sito público o modificando alguna de las circunstancias
de la convocatoria pueda ser objeto de recurso conten-
cioso-administrativo y obtener la correspondiente
resolución judicial revisora antes del día previsto para
la celebración de la concentración. En tales supuestos
no parece que pueda anudarse de forma necesaria y
automática a la extemporaneidad, y a la consiguiente
infracción legal, una vulneración del derecho de reunión».

11. A la luz de las anteriores premisas —matizadas
únicamente por la vigencia del art. 122 LJCA (Ley
29/1998, de 13 de julio), que regula en términos aná-
logos a los de la Ley 62/1978 el procedimiento especial
para la protección del derecho de reunión— hemos de
analizar la queja de la demanda de amparo.

Tras el examen de las actuaciones se comprueba que
el demandante de amparo comunicó el día 20 de octubre
de 2001 a la Subdelegación del Gobierno su proyecto
de manifestación-concentración para el próximo domin-
go día 4 de noviembre; que el citado órgano gubernativo
requirió el día 22 de octubre al Ayuntamiento de Can-
delaria para que emitiera en veinticuatro horas el informe
a que se refiere el art. 9.2 LODR y que tal informe nunca
fue recibido; que la Resolución gubernativa en la que
se impusieron las medidas limitativas de la futura reunión
fue dictada el 26 de octubre y notificada al demandante
el siguiente 31; y que el recurso contencioso-adminis-
trativo ante la Sala correspondiente del Tribunal Superior
de Justicia de Canarias se presentó el viernes 2 de
noviembre de 2001. El recurrente y las demás partes
fueron convocadas a audiencia ante el órgano judicial
el día 6 de noviembre de 2001, y al siguiente día 7
—tres después de la fecha para la que se había pro-
gramado la reunión— fue cuando se pronunció la Sen-
tencia confirmatoria de la Resolución impugnada.

El art. 10 LODR establece que el plazo máximo en
que, de forma motivada, debe adoptarse y ser notificada
la resolución en la que la autoridad gubernativa imponga
modificaciones sobre la reunión o manifestación es de
setenta y dos horas, por lo que sin duda la resolución
dictada por la Subdelegación del Gobierno en Santa Cruz

de Tenerife y su notificación fueron extemporáneas, al
demorarse en más de siete días sobre el vencimiento
del plazo legal, teniendo lugar dicha notificación tan sólo
dos días antes del domingo para el que estaba prevista
la manifestación. Se dio, por tanto, una tardanza injus-
tificada en la respuesta a la comunicación previa del
demandante, tardanza que, por sí misma, comprometió
la garantía jurisdiccional del derecho de reunión, y sin
que a tal conclusión sea menester mayor indagación
sobre un posible ánimo dilatorio.

Por otra parte —y a diferencia del supuesto que se
enjuició en nuestra STC 66/1995—, la Sentencia del
Tribunal Superior de Justicia de Canarias tan sólo fue
pronunciada una vez transcurrida la fecha para la que
se había proyectado la concentración: retraso éste al
que, además de la Administración, vino a contribuir asi-
mismo el órgano judicial en grado determinante, pues
aun siendo innegable la premura y que el art. 122 LJCA
otorga un plazo máximo de cuatro días desde que se
interpone el recurso contencioso-administrativo para
emitir la decisión judicial que se limite al mantenimiento
o a la revocación de las prohibiciones o modificaciones
propuestas, también es preciso reconocer que en el pro-
ceso no concurría óbice material o jurídico alguno para
que el pronunciamiento judicial se hubiera anticipado
a la fecha de la concentración; ello desde la obligación
capital que incumbe a los juzgadores de interpretar los
preceptos legales aplicables conforme a la Constitución
y en orden a evitar que la garantía jurisdiccional del
derecho fundamental, en este caso la preferente prevista
en el art. 53.2 CE, deviniera en inefectiva e ilusoria por
tardía, dado el contenido meramente declarativo de la
sentencia que en tal situación se pronuncia.

Por ello este motivo de amparo merece igualmente
ser acogido, ya que, como consecuencia de los retrasos
imputables a los poderes públicos -a la Administración
y al órgano judicial- el demandante de amparo resultó
privado de la garantía jurisdiccional, previa y preventiva,
a su legítimo ejercicio del derecho de reunión, con la
consiguiente vulneración de éste.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar el amparo promovido por don Ernesto José
Méndez Cruz y, en consecuencia:

1.o Reconocer al demandante su derecho funda-
mental de reunión (art. 21 CE).

2.o Anular la Resolución de 26 de octubre de 2001
de la Subdelegación del Gobierno en Tenerife, así como
la Sentencia de 7 de noviembre de 2001 (autos núm.
1323-2001) de la Sala de lo Contencioso-Administrativo
del Tribunal Superior de Justicia de Canarias, sede de
Santa Cruz de Tenerife, de acuerdo con lo expuesto en
el fundamento jurídico 9.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a veintisiete de octubre de dos mil
tres.—Manuel Jiménez de Parga y Cabrera.—Pablo García
Manzano.—María Emilia Casas Baamonde.—Javier Del-
gado Barrio.—Roberto García-Calvo y Montiel.—Jorge
Rodríguez-Zapata Pérez.—Firmado y rubricado.


